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D. Daniel Neira Barral, Vocal / Secretario.

Dña. Mª Teresa Cancelo Márquez, Vocal.

En Santiago de Compostela, a 11 de febrero de 2022

I. PRESENTACIÓN

Una de las  actividades  relevantes  de las  Autoridades  de Competencia  consiste  en  analizar  los

desarrollos legislativos con el objeto de mejorar la calidad de la intervención de los poderes públicos

buscando que las nuevas propuestas en materias de leyes no produzcan efectos indeseados para la

sociedad, o lo que es lo mismo, daños en materia de competencia que no estén lo suficientemente

justificados.

En este sentido, el Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia (CGC), con un claro enfoque

proactivo,  ya  ha  presentado  diversos  informes  en  materia  de  promoción  de  la  competencia,

buscando la mejora del  funcionamiento competitivo de los mercados en Galicia,  siendo los más

recientes: el Informe de Promoción de la Competencia IPRO 2/2021 sobre “posición de la CGC

desde la perspectiva de competencia sobre las compensaciones percibidas por la concesionaria de

la Autopista del Atlántico (AP-9) como consecuencia de las obras de ampliación de la capacidad de

diversos tramos de la autopista” y su incidencia en el funcionamiento competitivo del mercado o el

Informe de Promoción de la Competencia IPRO 5/2021 sobre ”posición del pleno de la CGC sobre la

valoración del cobro por uso de vías de alta capacidad por vehículos de transporte de mercancías

desde el punto de vista de la competencia y su incidencia en la Comunidad Autónoma de Galicia”.
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Por otra parte, la Ministra de Transportes, Movilidad y Agenda Urbana y la Ministra de Derechos

Sociales y Agenda 2030 presentaron ante el Consejo de Ministros del 26 de octubre de 2021 el

“Anteproyecto  de  Ley  por  el  Derecho  a  la  Vivienda”  donde  se  establece  la  obligatoriedad  de

establecer  indicadores  de  precios  del  alquiler  de  las  viviendas  (y  su  evolución  en  el  tiempo),

especialmente  en  zonas  de  mercados  tensionados,  favoreciendo  la  existencia  de  una  oferta  a

precios asequibles, o el establecimiento de vivienda a precio limitado, a través de la creación de un

registro público de arrendamiento de vivienda y un sistema de índices de referencia del precio de

alquiler de la vivienda. Estas medidas, pueden parecer, a priori, fórmulas adecuadas para un mejor

acceso al alquiler para jóvenes o personas con rentas bajas, pero que, pueden vulnerar las leyes de

la  competencia  e,  incluso,  pueden tener  efectos  perversos,  si  los  resultados  obtenidos  son  los

contrarios a los que aspira el legislador y que es mejorar el acceso a la vivienda en alquiler a un

precio más accesible. Posteriormente, el Consejo de Ministros, el 01 de febrero de 2022 aprobó la

remisión  a  las  Cortes,  para  su  tramitación  parlamentaria  por  el  procedimiento  de  urgencia,  el

“Proyecto de Ley por el Derecho a la vivienda” (PLDV), siendo el texto el mismo que el presentado el

26 de octubre.1

El establecimiento de una limitación a las rentas no es algo nuevo. En el caso español, la Ley de

arrendamientos urbanos de 1946 (BOE de 01 de enero de 1947) establecía la prórroga forzosa para

el arrendador y conllevaba una congelación de las rentas (al no ser revisadas por las autoridades en

los plazos establecidos por la ley). La ley, además, contemplaba la situación del posible fallecimiento

del inquilino, otorgando los mismos derechos al  cónyuge y parientes de hasta tercer grado (que

habitaran con el titular), sin necesidad de celebrar un nuevo contrato. Estas prórrogas de contratos,

en las condiciones establecidas inicialmente, se mantienen en la Ley de 22 de diciembre de 1955,

que reforma la anterior, pero no en los aspectos fundamentales, al mantener los pactos de renta, a

no ser que el inquilino la considere abusiva. De hecho, la ley introduce el concepto de renta legal,

que viene siendo una limitación a la renta que debe pagar el arrendador. El concepto de renta legal y

la  consiguiente  congelación de  las  misma,  fue derogada  a partir  de  la  aprobación  del  Decreto

2/1985, de 30 de abril de medidas de política económica. Este famoso decreto, denominado Decreto

Boyer, liberalizó el mercado de alquiler en España, flexibilizando el movimiento de los alquileres y la

revisión  de  los  precios.  Sin  embargo,  sus  efectos  se  establecieron  para  los  arrendamientos

posteriores a 1985, con lo que los anteriores a este año mantenían lo dispuesto en la ley de 1946,

con lo que se produce una segmentación en dos del mercado del alquiler en función de la fecha de

1  https://www.lamoncloa.gob.es/consejodeministros/resumenes/Paginas/2022/010222-rp_cministros.aspx
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firma del contrato, introduciendo los llamados arrendamientos de renta antigua, y con aspectos muy

lesivos para los arrendadores de esas viviendas.

Con el  objeto de analizar  si el  PLDV introduce restricciones a la competencia, evaluando si  las

propuestas  se adecúan a los  principios  de necesidad y  proporcionalidad,  así  como al  resto  de

principios de una buena regulación económica desde el punto de vista de la competencia, el Pleno

de  la  Comisión  Gallega  de  la  Competencia,  en  su  reunión  de  11  de  febrero  de  2022,  con  la

composición  expresada  y  siendo  ponente  Dña.  Mª  Teresa  Cancelo  Márquez,  acordó  emitir  el

presente informe, según lo  dispuesto en el  artículo  26.2 g)  y n)  del  Decreto 118/2016,  de 4 de

agosto, por el que se crea el Instituto Gallego del Consumo y de la Competencia y se aprueban sus

Estatutos.

II. ANTECEDENTES

1. La Comisión Gallega de la Competencia (CGC), es la Autoridad de Competencia en Galicia

que se configura, como se recoge en el artículo 38 de la Ley 14/2013, de 26 de diciembre, de

racionalización del sector público de Galicia, como el órgano colegiado independiente en-

cargado de la aplicación en la Comunidad Autónoma de Galicia de la Ley 15/2007, de 3 de

julio, de defensa de la competencia (LDC), según los criterios establecidos por la Ley 1/2002

de coordinación de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas en materia

de defensa de la competencia. Las previsiones recogidas en dicha Ley 14/2013 son desarro-

lladas en el Decreto 118/2016, de 4 de agosto, por el que se crea el Instituto Gallego del Con-

sumo y de la Competencia y se aprueban sus estatutos (en adelante “Decreto 118/2016”).

2. El Pleno de la CGC a través de los Informes de Promoción de la Competencia (IPRO) mani-

fiesta su posición sobre los problemas de competencia que se pueden plantear en los di-

ferentes ámbitos económicos de Galicia. En este sentido, el establecimiento de limitaciones

en los precios de alquiler que se establecen en el “Proyecto de Ley por el Derecho a la Vi-

vienda” a través de la implementación de un sistema de índices de precios de referencia

puede constituir una grave distorsión a un factor de competencia como es la determinación

de un precio. 

3. La función de promoción de la competencia en Galicia se recoge en el artículo 26, párrafo 2º
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(letras g y n) del Decreto 118/2016, que asigna a la CGC las funciones de “vigilar el funciona-

miento competitivo de los mercados para garantizar los niveles de competencia efectiva en

los mismos en beneficio de las personas consumidoras y usuarias de Galicia” (letra g) y “emi-

tir informe sobre la posible vulneración de la normativa de unidad de mercado en aquellos ca-

sos que se consideren de interés para el mantenimiento o la defensa de la libre competencia

en la Comunidad Autónoma de Galicia” (letra n).

4. La valoración, desde una óptica de competencia, de la regulación de los precios de alquiler y

la introducción de mercado de vivienda tensionado, ya ha sido realizada por la Autoritat Cata-

lana de la Competencia (ACCO), con relación a la proposición de ley de medidas urgentes en

materia de contención de rentas, presentado en el Parlamento de Cataluña en julio de 2020 y

sobre el Decreto Ley 9/2019 de 21 de mayo, de medidas urgentes en materia de contención

de rentas en los contratos de arrendamiento de vivienda y de modificación del libro quinto del

Código civil de Cataluña en el ámbito de la prenda (LU 9/2019). La ACCO en su informe se-

ñala que “la medida de contención de rentas del alquiler es altamente restrictiva de los meca-

nismos de mercado” y que “puede provocar diferentes efectos negativos indeseados para el

propio legislador que hagan que no alcance, o incluso que se aleje, del objetivo de promover

o mejorar la accesibilidad en la vivienda de alquiler”.

5. La regulación de los precios de alquiler no es nada nuevo y, como se verá, efectivamente

puede suponer ya no solo efectos contrarios a la ley de competencia y de unidad de mercado

sino un efecto perverso al provocar efectos contrarios a los buscados por el legislador.

III. CONSIDERACIONES SOBRE EL TEXTO LEGISLATIVO

Aunque el objeto de este informe de promoción de la competencia es el análisis de los efectos que

un precio de intervención en el mercado de viviendas en régimen de alquiler puede provocar sobre

el mercado, en esta sección, se resumirán los principales aspectos recogidos en el texto legislativo,

relacionados con la limitación de precios que se pretende establecer y, que son: 

1. En  la  Exposición  de  motivos  se  establecen  los  objetivos  de  la  ley,  entre  los  cuales  se

encuentran el “Facilitar el acceso a una vivienda digna y adecuada a las personas que tienen
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dificultades  para  acceder  a  una  vivienda  en  condiciones  de  mercado,  favoreciendo  la

existencia de una oferta a precios asequibles”. 

2. Para ello, se introducen un conjunto de definiciones, en el Título I, apartado 3, que luego

serán objeto de desarrollo en otras partes de la Ley y, entre las cuales se encuentran:

f)  2º.  Vivienda  protegida  de  precio  limitado:  la  vivienda  de  titularidad  pública  o  privada,

excluida la social o dotacional pública, sujeta a limitaciones de precios de renta y todos los

demás requisitos que se establezcan legal o reglamentariamente y destinada a satisfacer la

necesidad  de  vivienda  permanente  de  personas  u  hogares  que  tengan  dificultades  de

acceder a la vivienda en el mercado. La vivienda de precio limitado será calificada como tal

con arreglo al procedimiento establecido por la Administración Pública competente.

k)  Gran tenedor:  La  persona  física  o  jurídica que  sea  titular  de  más de  diez  inmuebles

urbanos  de  uso  residencial  o  una  superficie  construida  de  más  de  1.500  m2  de  uso

residencial, excluyendo en todo caso garajes y trasteros.

3. El artículo 17 desarrolla el concepto de vivienda asequible incentivada, en el que se incluye:

1.  -  Con objeto de incrementar  la oferta de vivienda a precios adecuados a la situación

económica de los hogares en cada entorno territorial, los poderes públicos podrán impulsar la

existencia de viviendas asequibles incentivadas.

En este apartado se indica la  posibilidad de establecer límites máximos de precios de

alquiler, el destino de la vivienda para personas que tengan dificultades para acceder a una

vivienda a precios de mercado, y sin que la vivienda tenga la calificación de vivienda social.

2. Las viviendas asequibles incentivadas podrán ser de nueva promoción o resultantes de

viviendas  preexistentes  siempre  que  en  cualquier  caso  cumpla  los  requisitos  legalmente

establecidos. 

3. Los instrumentos de ordenación urbanística podrán promover la puesta en el mercado de

viviendas  en  régimen  de  alquiler  durante  períodos  de  tiempo determinados  y  a  precios

asequibles permitiendo incrementos de edificabilidad o densidad o la asignación de nuevos

usos a una vivienda o a un edificio de viviendas, incluidos en ámbitos delimitados al efecto.

4. La  ley  también  introduce,  en  el  artículo  18,  la  posibilidad  de  declaración  de  zonas  de

mercado residencial  tensionado,  “en aquellos ámbitos territoriales en los que exista un
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especial riesgo de oferta insuficiente de vivienda para la población, en condiciones que la

hagan asequible para su acceso en el mercado”. Para realizar esta declaración se establece

un procedimiento en el que se requiera información sobre los precios de alquiler (y venta)

según la tipología de los hogares, distribución espacial de población y hogares, su estructura,

la zonificación por precios y su evolución en el tiempo. Esta declaración se realiza con el

objeto de atender adecuadamente la oferta de la demanda de vivienda a precio razonable

según la situación socioeconómica de la población residente. La vigencia de la declaración

es de tres años pudiendo prorrogarse anualmente. 

5. Entre las condiciones que definen una zona como tensionada se incluyen, entre otras: que la

carga por el alquiler (o hipoteca) más los gastos y suministros básicos, supere el 30% de los

ingresos medios de los hogares o que el precio de alquiler (o compra) haya experimentado

un  crecimiento  acumulado  al  menos  cinco  puntos  porcentuales  superior  al  crecimiento

acumulado del IPC de la Comunidad Autónoma. 

6. En el artículo 24 se establece los planes estatales en materia de vivienda, como instrumento

básico  de  actuación  del  Estado  en  materia  de  política  de  vivienda,  que  incluirán  una

planificación plurianual y, entre otras medidas, la puesta a disposición de vivienda a precios

asequibles a través de fórmulas de colaboración público-privada.

7. Es en la Disposición adicional primera donde nos encontramos con el Registro de contratos

de  arrendamiento  de  la  vivienda,  a  partir  del  cual  se  busca  incrementar  la  información

disponible para el desarrollo del  sistema de índices de referencia del precio del alquiler

de vivienda (IRPAV) establecido en la Disposición adicional segunda del Real Decreto-Ley

7/2019, de 1 de marzo, de medidas urgentes en materia de vivienda y alquiler2.

8. Y, por último, en la Disposición final primera, de “Medidas de contención de precios en la

regulación de los contratos de arrendamiento de vivienda” se establece el concepto de renta

pactada al inicio del nuevo contrato, que “no podrá exceder del límite máximo del precio

aplicable conforme al sistema de índices de precios de referencia”. Esta limitación se aplicará

siempre que el arrendador sea una persona jurídica gran tenedor y cuando el inmueble se

ubique en una zona de mercado residencial tensionado.

2  En el que también se introduce la creación de un registro de contratos de arrendamiento de vivienda.
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IV. CONSIDERACIONES SOBRE EL AUMENTO DE LOS PRECIOS DE ALQUILER EN

ESPAÑA

1. En la exposición de motivos del PLDV se establece, entre otros objetivos perseguidos por la

ley el  “facilitar el acceso a una vivienda digna y adecuada a las personas que tienen di-

ficultades para acceder a una vivienda en condiciones de mercado, favoreciendo la exis-

tencia de una oferta a precios asequibles”. Para ello, como se indicó en el apartado anterior,

se establece una limitación de precios en las llamadas “zonas especialmente tensionadas” y

para “el gran tenedor” que son las bases del establecimiento de los Índices de Referencia de

Precios del Alquiler de Vivienda. Sin embargo, a pesar de que los aspectos enfocan el pro-

blema del aumento de los precios de alquiler en algunas zonas, no se analizan las causas

por las cuales se están incrementando los precios de alquiler en España (que, a priori, se su-

pone afectarían más a colectivos de menores rentas) y, por lo tanto, no se buscan las solu-

ciones adecuadas para alcanzar los objetivos perseguidos: un mejor acceso a un precio asu-

mible al alquiler de vivienda para determinados colectivos con dificultades.

2. En esta sección, se recogerán algunas consideraciones, en base a diversos estudios, sobre

las causas del incremento de los precios de alquiler en España, con el objetivo de analizar si

las medidas contenidas en el PLDV podrían servir para la contención/reducción de precios

perseguida.

3. Un estudio que analiza la evolución de las leyes de arrendamiento en España, de 1964 y

siguientes (previa a la aprobación del ya mencionado Decreto Boyer), en los que se sigue

manteniendo  la  posibilidad  de  pactar  una  renta  inicial  básica,  que  podría  ser  revisada

mediante algún indicador como un índice de valor (como nivel medio de vida). En el estudio

de Bonet Correa3 se analizan estos cambios normativos, insuficientes, ya que “establecen

una relativa proporcionalidad y equidad entre  las rentas antiguas y  nuevas,  escindidas y

diversificadas  tan  profundamente,  que  su  distanciación  no  solo  afecta  a  su  agravio

comparativo, sino en cuanto a efecto que provoca de descapitalización de la propiedad”(p.

378).  En el  trabajo,  se hace referencia a la posible justificación de control  de rentas en

épocas desoladas de postguerra, pero el autor entiende que esta situación, prolongada en el

tiempo, provoca una situación de expropiación indirecta de una propiedad que no es de

interés público, indicando que, si el objeto de la norma es de un fin social, la normativa debe

3  Bonet Correa, J. (1981): “La nueva normativa sobre el aumento y la liberalización de las rentas actualizadas 
en los contratos de arrendamientos urbanos”. Anuario de Derecho Civil, 377-396. 
https://www.boe.es/biblioteca_juridica/anuarios_derecho/abrir_pdf.php?id=ANU-C-1981-20037700396
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hacerse de forma correcta y justa, a través del establecimiento de impuestos que permitan

establecer subsidios, créditos o hipotecas a los sectores de población más necesitados de

una vivienda.

4. El segundo informe analizado, es el realizado por López-Rodríguez y Llanos Matea (2019)

para el Banco de España4. En este trabajo se analiza la evolución del mercado de la vivienda

en alquiler en España que es inferior a la de otros países de la UE: en el año 2017, según los

datos de la Encuesta Europea de Ingresos y Condiciones de Vida, el 14,7% de la población

española se decanta por el alquiler, frente al 22,9% de la media europea, cifra que se puede

elevar al 48,6% en el caso alemán. Para el análisis de los determinantes del aumento de los

precios de alquiler, se pueden sintetizar algunas conclusiones:

o Que en los últimos años se ha detectado un aumento en la demanda de vivienda en

alquiler,  fundamentalmente  en  las  personas  jóvenes,  inmigrantes  y  trabajadores

temporales y en determinadas zonas, como Madrid, Cataluña, Baleares y Canarias.

Los perfiles de estos demandantes, son, básicamente, de rentas más bajas. Además,

desde el año 2013 se ha producido una caída del número de nuevas viviendas de

protección oficial (VPO) que era un sustituto del alquiler para los hogares de menor

renta.

o Que el aumento de esta demanda se agrava con la aparición de las nuevas fórmulas

de alquiler vacacional en algunas ciudades españolas y, sobre todo, en los barrios

más céntricos, aunque esta cuestión no ha sido analizada por las limitaciones en el

acceso a los microdatos sobre precios del mercado en alquiler, aunque la información

disponible  en  los  portales  de  alquiler  turístico  (como  Airbnb)  si  muestran  una

concentración  de  la  demanda  de  este  tipo  de  alquiler  en  algunas  zonas  de  las

grandes ciudades españolas (Centro de Madrid y el Eixample de Barcelona) zonas

que han experimentado un incremento importante de los precios de oferta de alquiler.

o A la vez que se  produce este  incremento de la demanda,  se observa una oferta

relativamente rígida (en el corto plazo), lo que explicaría el incremento de los precios

de oferta del alquiler en estas zonas geográficas.

4  López-Rodríguez, D. y Llanos Matea, María de los (2019). Evolución reciente del mercado de alquiler de
vivienda en España. Artículos analíticos. Boletín Económico del Banco de España 3/2019.
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o Y,  aunque  es  difícil  medir,  con  exactitud,  los  determinantes  del  aumento  que  se

produce en el precio del alquiler en determinadas zonas, si se puede adelantar, que

es una combinación de múltiples factores de oferta y demanda, y de determinantes

económicos y demográfico que han contribuido al aumento de la demanda de alquiler

residencial y, por lo tanto, con el consecuente aumento de los precios en el mercado.

5. El tercer informe analizado es el realizado por Martínez, A. y Galindo, J (2021)5 en el que se

realiza un estudio sobre las zonas tensionadas y los precios de los alquileres en las dos

principales ciudades españolas, Madrid y Barcelona, con el objeto de determinar, entre otras

cuestiones si las zonas con una mayor tasa de esfuerzo (medida como cociente entre el

precio del alquiler y la renta de las personas/familias) son aquellas con mayores precios, para

lo  que  realizan  una  partición  de  las  zonas  metropolitanas  en  tres  grupos:  zonas  no

tensionadas,  en  peligro  de  tensión  y  tensionadas.  Algunas  de  las  conclusiones  que  se

derivan de este estudio son las siguientes:

o En Madrid  la  cuota  media  mensual  de alquiler  es  muy similar  en  las  tres  zonas

analizadas (no tensionada, en peligro de tensión y tensionada), o lo que es lo mismo,

“no existe una fuerte correlación entre la tasa de esfuerzo y la cuota de alquiler según

la sección censal”, por lo que “el principal determinante de la variabilidad del % de la

renta que se dedica al alquiler no es el precio de este sino la cuantía de la renta”. En

Barcelona, se observa un precio algo mayor en las zonas tensionadas, con valores

similares a los de Madrid, pero el precio es menor en las no tensionadas.

o Además, la clasificación de zonas de intervención en función de la tasa de esfuerzo,

beneficia  a  los  inquilinos  de  rentas  medias-altas,  pero  provoca  un  problema  de

eficiencia, al limitar los precios en las zonas que presentan un nivel  cercano a la

media. Además, los autores señalan (en la línea de otros trabajos analizados) que

con estas medidas se produce una consecuencia indeseada que es la de expulsar a

los inquilinos más vulnerables frente a aquellos de mayores rentas.

6. Las noticias e informes sobre las subidas de precios de los alquileres son habituales, como la

reciente sobre las ciudades gallegas6, pero los expertos del sector analizan las causas por

5 Martínez,  A.  y  Galindo,  J.  (2021):  Regular  el  precio  del  alquiler:  ideas  ineficientes.  En:
https://www.esade.edu/ecpol/es/publicaciones/regular-el-precio-de-alquiler-un-dilema-entre-eficiencia-y-
equidad/
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las que los precios pueden seguir creciendo. Así, el portavoz de Idealista, Francisco Iñareta,

señala lo siguiente:

o Desde el inicio de la crisis de la COVID, hubo una reducción de la demanda y los

grandes incrementos en el stock de viviendas en alquiler trajo consigo fuertes caídas

en el precio de las rentas, hasta el verano de 2021.

o Desde el verano, la vuelta a las universidades, el fin de muchos ERTEs, el teletrabajo

como herramienta híbrida y  la vuelta del  turismo,  han impulsado el  repunte de la

demanda de vivienda en alquiler y el repunte de los precios en los últimos meses.

o En resumen y, como se recoge en la teoría económica, la evolución de los precios de

la vivienda en alquiler, dependerá de la evolución de la oferta y la demanda.

V. EFECTOS SOBRE LA COMPETENCIA DE LA DETERMINACIÓN DE UN ÍNDICE DE

REFERENCIA DEL PRECIO DE ALQUILER DE LA VIVIENDA

1. El Banco de España, en el año 20207, emitió un informe sobre la intervención pública en el 

mercado de alquiler de la vivienda: una revisión de la experiencia internacional, en el que se 

analiza con detalle y de forma minuciosa algunos de los aspectos recogidos en la ley que se 

está a evaluar.

2. En dicho informe se realiza un análisis de los antecedentes históricos de las medidas de

congelación de rentas de alquiler que fueron adoptadas, en periodos excepcionales y durante

periodos de tiempo limitados, como a finales de las dos grandes guerras mundiales o, ya en

la década de los 70, durante los shocks petrolíferos. Estas políticas fueron desapareciendo,

salvo excepciones (como se analizará más abajo), a lo largo de las décadas siguientes (en

6 https://www.elcorreogallego.es/galicia/el-precio-de-la-vivienda-en-alquiler-subio-un-47-en-galicia-durante-el-
ultimo-ano-BB9982740

7  López-Rodríguez, D. y Llanos Matea, Mª de los (2020). La intervención pública en el mercado de alquiler
de vivienda: una revisión de la experiencia internacional. Documentos ocasionales del Banco de España,
núm. 2002.
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este  sentido,  serían  el  equivalente  a  las  zonas  de  mercado  residencial  tensionado  que

recoge el PLDV).

3. Estas políticas han sido analizadas por varios autores en la literatura económica, de las que

recogemos únicamente una selección que nos permita llegar a las principales conclusiones

recogidas en el Informe de Banco de España:

o Glaeser y Luttmer8 (2003), Glaeser y Gyourko9 (2008) y Bulow y Klemperer10 (2012)

que “muestran que la  fijación  de  controles sobre el  precio  del  alquiler  residencial

puede  crear  ciertas  ineficiencias  en  el  mercado  de  la  vivienda,  con  efectos

potencialmente  negativos  sobre  el  bienestar  social”  (López-Rodríguez  y  Llanos

Matea, 2020, p. 12).

o Diamond et al11. (2019) estudian el caso de San Francisco, en el que las políticas de

control de rentas de alquiler han provocado una reducción de la oferta (debido a la

reacción de los propios propietarios que, a medio y largo plazo, dejan de alquilar las

viviendas), modificando su composición e incluso provocando el efecto contrario al

esperado,  es  decir,  a  un  aumento  de  los  precios  de  alquiler  y,  por  lo  tanto,  a

incrementos de la desigualdad de la renta.

4. Otros autores, analizan las experiencias de la aplicación de políticas de contención/límites al

precio de alquiler, más recientes, en Alemania (y más concretamente, en el caso de Berlín) y

en Suecia:

o En el caso alemán, se capacita a los gobiernos de los estados federales a establecer

controles  de precios  en  los  mercados de  alquiler  de  vivienda  que  se encuentren

tensionados. La aplicación de los controles se lleva a cabo desde el ámbito municipal

y  se  establece  un  máximo  de  aplicación  de  cinco  años,  con  exclusiones  y

ampliaciones, en zonas especialmente tensionadas como Berlín. Pero el impacto de

8  Glaeser, E. y Luttmer.  E.  (2003). The misallocation of  housing under rent control. American Economic
Review, 

93, pp. 1027-1046
9  Glaeser,  E.  y Ward,  B.  (2009).  The causes and consequences  of  land use regulation:  evidence from

greater 
Boston. Journal of Urban Economics, 65(3), pp. 265-278
10  Bulow, J. y Klemperer,  P.  (2012).  Regulated Prices, Rent-Seeking, and Consumer Surplus. Journal of

Political Economy, 120(1), pp. 160-186.
11  Diamond, R.; McQuade, T. y Quian, F. (2019). The effects of rent control expansion on tenants, landlords,

and inequality: evidence from San Francisco. American Economic Review, 109(9), pp. 3365-3394.
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estas  medidas,  al  ser  Berlín  una  ciudad receptora  de  inmigrantes  y  la  oferta  de

vivienda es incapaz de cubrir la de manda existente, llevó a las autoridades a aprobar

una nueva legislación que introduce,  a partir  del  año 2020,  un precio máximo de

alquiler y congelación de rentas durante cinco años. 

o Esta medida ha sido analizada por Dolls et al (2021)12 y llegan a la conclusión de que,

si bien, si se consigue el efecto de la reducción de precios de alquiler (y de compra)

también se produce  una  reducción  de  la  oferta  de alquiler disponible  para las

personas que buscan alojamiento (siendo este descenso del 50% entre los inmuebles

afectados por los controles de precios). Además, esta reducción de precio solo se

produce en el segmento de viviendas reguladas, mientras que en el de no reguladas

el efecto es el contrario, con  incrementos de precios de alquiler de las viviendas

por encima, incluso, del que se produce en otras grandes ciudades alemanas. 

o En el trabajo de Fritzon (2020)13 se analizan las consecuencias del control de precios

de alquiler de viviendas en Suecia, país donde hay regulación de precios desde los

años 40. El resultado de esta regulación si bien ha tenido un efecto de contención de

los  precios  de  alquiler,  ha  producido  una  serie  de  resultados  no  deseados  al

producirse una  reducción de la  oferta  que provoca  un déficit  de  vivienda en

alquiler. Al no haber suficiente oferta, las familias han tenido que optar por la compra,

por  lo  que  se ha producido  un  aumento del  endeudamiento.  Y,  por  último,  a  las

mejores  viviendas  en  alquiler  acceden las  personas  de  los  grupos  de  renta  más

elevados, con lo que se produce una exclusión social entre las menores rentas (que

incluiría a los jóvenes).

o Otro  trabajo  sobre  Suecia,  de  Nicolás  García,  analista  de  Corporate  Finance  de

Colliers, citado en el artículo publicado por el idealista14, incide en que la escasez de

la oferta de vivienda en alquiler (al regularse el precio del mismo por debajo del punto

de equilibrio, aumenta la demanda) aumenta las listas de espera en el mercado de

alquiler, hay poca rotación de inquilinos en los centros de las ciudades, aumento de la

12  Dolls,  M.;  Fuest,  C.;  Neumeier,  F.  y Stöhlker,  D.  (2021).  Un año  de límite  de alquiler:  ¿Cómo se ha
desarrollado el mercado inmobiliario de Berlín?. Ifo Schnelldienst, 3.

13  Fritzon, G. (2020). Control de precios de alquiler de viviendas en Suecia. Informe sobre los perjuicios que
genera en el mercado de la vivienda, en la economía y la sociedad. Documents. Publicació de la Cambra
de la Propietat Urbana de Barcelona.

14 https://www.idealista.com/news/inmobiliario/vivienda/2020/12/11/788252-suecia-el-pais-que-demuestra-
que-regular-los-alquileres-en-espana-podria-ser-un
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exclusión  social  en  las  mejoras  zonas  y  un  aumento  de  la  economía  sumergida

(subalquileres, con un 65% de encarecimiento en el precio, para evitar las listas de

espera).

5. Los costes derivados de los controles de rentas de alquiler,  como hemos visto, son muy

importantes y, desde una óptica de la ley de competencia, se podrían resumir en algunas

conclusiones recogidas en López-Rodríguez y Llanos Matea (2020, 21), a partir de la revisión

de la literatura económica en esta materia,  que generan reacciones en la  oferta y  en la

demanda:

o Así, “la teoría económica predice que la fijación administrativa de un precio de alquiler

de vivienda inferior  al  precio de mercado producirá una reducción en la oferta de

alquiler”.

o Esa reducción de la oferta se produciría por  dos vías:  por los mayores incentivos

hacia la venta, en lugar de optar por el alquiler y por la menor inversión en vivienda

destinada al alquiler.

o Así mismo, los propietarios reducirían los gastos en mantenimiento de la vivienda

arrendada, al caer el rendimiento de la inversión de la vivienda destinada al alquiler,

con la consecuente disminución de la calidad.

6. Podría crearse un mercado dual, si conviven (como es el caso de Berlín), zonas de mercado

reguladas  junto  con  otras  no  reguladas.  En  el  primer  caso,  los  inquilinos  si  tendrían

incentivos a permanecer en una vivienda con costes inferiores a los de mercado, pero, en el

segundo caso, se optaría por la movilidad o por la compra. 

7. En otros informes, como el de la Autoritat Catalana de la Competència15 (ACCO), que incluye

algunos aspectos ya analizados e incluso se alerta sobre:

o Los riesgos de aparición o fomento de un cierto grado de economía sumergida en el

mercado de viviendas en alquiler, como consecuencia de la reducción de la oferta

provocada por la limitación de las rentas, parte de la demanda se tendría que cubrir

15  Autoritat Catalana de la Competència (2019): IR 40/2019 sobre el Decret Llei 9/2019, de 21 de maig, de
mesures urgents  en matèria de contenció de rendes en els contractes  d’arrendament  d’habitatge i  de
modificació del llibre cinquè del Codi Civil de Catalunya en l’àmbit de la penyora
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en el mercado negro (con menos garantías para el arrendatario) o pagando parte de

la renta (de la vivienda regulada) de manera extraoficial.

o Una alineación de los precios de alquiler  de viviendas hacia los niveles máximos

permitidos, que se produciría por el hecho de que parte de las rentas que actualmente

estarían por debajo de los niveles que se fijarían a raíz de la PLDV podrían aumentar

convergiendo hacia los mayores precios que podrían establecerse en el  mercado,

produciéndose la  paradoja de que  el  sistema incentivaría un aumento de precios

como consecuencia de esa potencial reducción de la oferta.

VI. CONCLUSIONES SOBRE EL PLDV

1. El derecho al disfrute de una vivienda digna y adecuado está recogido en el artículo 47 de la

Constitución Española. La CGC es plenamente consciente de la importancia del mercado de

alquiler de la vivienda, y la necesidad de establecer mecanismos que permitan el acceso a la

misma, a colectivos con rentas bajas y menor capacidad adquisitiva, sobre todo en momen-

tos de crisis. Pero esta CGC también entiende que las políticas públicas de intervención en el

mercado tienen que evaluar previamente sus efectos sobre la competencia de los mercados

y sobre los resultados que se pueden producir de la aplicación de dichas políticas públicas:

los beneficios potenciales y también los posibles efectos indeseables. También entendemos

que el  diseño de las políticas públicas y las normas legislativas establecidas para impul-

sarlas, deben ser contrastadas previamente con otras experiencias a nivel internacional. Se-

ría poco eficaz establecer regulaciones innecesarias por cuanto no resuelven los problemas

que se producen al no atender a las causas que subyacen a los mismos.

2. Por  ello,  antes  de entrar  en  el  análisis  de las  consecuencias  del  establecimiento  de un

IRPAV, resumiremos las principales conclusiones relativas a la evolución de los precios del

alquiler de la vivienda en España que, como veremos, no justifican de la introducción de un

mecanismo  de  fuerte  intervención  en  el  mercado,  como  es  la  regulación  del  precio  de

alquiler, y que son:

a. El aumento de los precios en alquiler de la vivienda en España se debe a un aumento

de la demanda de vivienda en alquiler, junto con una congelación de la oferta (dada la
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menor actividad constructora desde la anterior crisis económica) y no a la cuantía de

renta de las personas.

b. El porcentaje de renta dedicado al alquiler está más relacionado con la renta de las

personas más que con el importe de los precios del alquiler.

c. La clasificación de las zonas de intervención en las políticas de vivienda en función

del esfuerzo beneficia a los inquilinos de rentas medias-altas y provoca un problema

de ineficiencia al limitar los precios en las zonas que presentan un nivel cercano a la

media. Todo ello produce una consecuencia indeseada: expulsar a los inquilinos más

vulnerables frente a los que tienen mayores rentas.

3. La  caída,  desde  el  año  2013,  del  número  de  viviendas  construidas,  donde  también  se

incluyen las de protección oficial (VPO) es una de las causas del problema de acceso a las

viviendas para determinados colectivos (jóvenes, inmigrantes y trabajadores temporales).

4. La aparición de las nuevas fórmulas de alquiler vacacional, en algunas grandes ciudades y

zonas más céntricas, presionan al alza la demanda con la consiguiente traslación a precios.

5. En la opinión de esta CGC, hay varios aspectos recogidos en el PLDV que pueden afectar al

normal funcionamiento competitivo del mercado inmobiliario, al afectar al principio básico de

oferta  y  demanda,  pero que también pueden provocar  otros  efectos  indeseables  que el

legislador no ha tenido en cuenta y, que se deducen dada la experiencia previa en este tipo

de medidas tanto en nuestro país, como en otros países de nuestro entorno, que se analiza-

ron previamente y que se pueden resumir en los siguientes:

a. El  establecimiento  de  zonas  de  mercado  residencial  tensionado  debería  ser  una

medida acotada en el tiempo y debe definirse de forma adecuada, analizando las

razones por las cuales, en una determinada zona, o ciudad, se están produciendo un

incremento de los precios de los alquileres que están a afectar, de forma considerable

a las rentas de los ciudadanos. 

b. La limitación de las rentas de alquiler de las viviendas, se ha demostrado que puede

ser un factor distorsionador sobre un elemento esencial de la competencia como es el

precio ya que puede provocar un efecto de “crowding out”, o lo que es lo mismo, una

disminución de la oferta de alquiler, ya que:
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i. El propietario tendría un desincentivo para alquilar por lo que optaría por la

venta del inmueble, al tener que cubrir, con una renta menor, los gastos fijos

derivados de la propiedad (como el pago de impuestos). 

ii. No compensaría los posibles problemas que se asocian al alquiler, como una

posible morosidad en los pagos.

c. Se produce, así mismo, un desincentivo al mantenimiento de las propias viviendas, al

no  compensar  la  renta  recibida  la  inversión  necesaria  para  su  adecuada

conservación, con el deterioro consiguiente del propio parque de viviendas. 

6. La aplicación del PLDV provocaría, además, la creación de un mercado de alquiler dual,

debido a dos causas: a) el establecimiento de las zonas de mercado residencial tensionado,

que no afectaría a todos los barrios/zonas de la misma ciudad y por b) el hecho de que la

aplicación del IRPAV solo se aplicaría en el caso de que el arrendador sea un “gran tenedor”.

Los efectos de la coexistencia de zonas reguladas con no reguladas se han analizado en

algunos casos, así, en Berlín se ha detectado un aumento de los propios precios, debido a

esa  reducción  de  la  oferta  de  viviendas  en  régimen  de  alquiler  y  un  mantenimiento  (o

incremento)  en  la  demanda,  en  las  zonas  no  reguladas  (pensemos  en  ayuntamientos

colindantes, por ejemplo, o las zonas no tensionadas de la misma ciudad).

7. El riesgo de la aparición de un mercado negro de alquiler, como consecuencia de la posible

reducción de la oferta sería otro de los efectos perversos de la aplicación de la norma, ya

que, en este tipo de mercados, hay una pérdida de derechos, tanto por los arrendatarios

como por los arrendadores.

8. Así mismo, se incumplen varios principios básicos en una regulación eficiente y favorecedora

de la competencia, como son: el de mínima distorsión del mercado (al afectar a la oferta de

vivienda en alquiler), el de eficacia (al producirse efectos perversos que no son acordes con

los objetivos planteados) y el de predictibilidad (al no haber un estudio previo del impacto del

proyecto de ley sobre el mercado).

9. Para finalizar, esta Comisión quiere llamar la atención sobre el elevado número de revisiones

legislativas que en materia de vivienda se realizan y que traen consigo un aumento de la

inseguridad jurídica para los propietarios de las mismas. En este sentido, si se propone una

nueva Ley  para  elevar  la  oferta  de  viviendas  en alquiler,  la  norma  debería  aumentar  la
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seguridad jurídica en el mercado, para proteger los intereses de los inquilinos, pero, también,

que garantice los derechos de los propietarios.

VI. ALTERNATIVAS

1. Para el establecimiento de una medida altamente restrictiva a la competencia como es la

fijación de precios que se pueda justificar por una razón imperiosa de interés general, se de-

bería analizar las posibles medidas sustitutorias que fueran menos restrictivas.

2. Además,  como  señalan  López-Rodríguez  y  Llanos  Matea,  en  el  informe  del  Banco  de

España ya referenciado, hay tres grupos de políticas públicas sobre el mercado de alquiler:

“los controles de los precios de alquiler, la provisión pública de una oferta de vivienda de

alquiler y un amplio conjunto de medidas de naturaleza heterogénea dirigidas tanto a incenti-

var la oferta privada de viviendas en arrendamiento como a contener el aumento del gasto de

los hogares causado por el incremento de los precios del alquiler”.

3. En este sentido, entendemos que la primera de las políticas, como ya se ha señalado, es le-

siva  a  las  normas  de  competencia  y,  además,  puede  producir  efectos  contrarios  a  lo

esperado (como está ocurriendo en otros países europeos, véase el caso de Berlín o el de

Suecia).

4. Por ello, las mejores alternativas para mejorar el acceso a una vivienda en alquiler, sobre

todo en los segmentos de población más desfavorecidos (hogares con rentas menores o los

jóvenes) deberían centrarse en aquellas donde la intervención del sector público no interfiera

en las condiciones del mercado, produciendo una distorsión real de la competencia y efectos

contrarios a los esperados por el legislador, y que se encuentran dentro de las comprendidas

en la promoción pública de vivienda16, la colaboración público-privada o el establecimiento de

medidas fiscales (para el arrendador o para el arrendatario) que reduzcan la carga econó-

mica que supone el acceso a la vivienda para las familias y no supongan una restricción a la

competencia en el mercado.

16  Como se recoge en el informe del Observatorio de Vivienda y Suelo del 2020, España se sitúa por debajo 
de la media de viviendas sociales de la Unión Europea (2,5% frente al 9%). https://apps.fomento.gob.es/CVP/
handlers/pdfhandler.ashx?idpub=BAW072
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VII. CONCLUSIÓN DEFINITIVA 

Por todo ello, este Pleno de la Comisión Gallega de la Competencia no puede valorar positivamente

la introducción de un sistema de referencia en los precios de alquiler, al tratarse de una intervención

en el mercado contraria a las leyes de la competencia y con efectos perversos para el fin perseguido

por el legislador, al tratarse de una medida claramente ineficiente al no estar en consonancia con las

causas del incremento de los precios de alquiler de la vivienda. Para poder atajar el problema, se

deberían plantear políticas públicas menos lesivas y más eficientes desde el punto de vista social y,

también, de la competencia, como todas aquellas que tienen que ver con incentivos fiscales para el

arrendador  o  el  arrendatario.  Así  mismo,  el  establecimiento  de  cualquier  medida  contraria  a  la

competencia debería ser analizada previamente, para determinar las causas que provocan, en este

caso, el aumento de los precios de las viviendas (especialmente en el caso de alquiler), para, así,

poder legislar con mayor eficiencia y eficacia.
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